Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 18 y 8 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Acuerdo Marco de Cooperación entre el Gobierno de la República Socialista de Vietnam y el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay, suscrito en la ciudad de Hanoi, el 19 de noviembre de 
2007.” Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes.” 


Queda adjudicado al señor Senador Gargano para su estudio. 


“La Cámara de Representantes remite exposición escrita del señor Representante Hermes Toledo, 
relacionada con la conmemoración del centenario de la firma del Tratado de la Laguna Merín y el Río 
Yaguarón.” 


Téngase presente. 


“La Cámara de Representantes remite nota comunicando que ha resuelto acompañar la iniciativa 
de constituir el Grupo de Amistad Interparlamentario con la República de Turquía.” 


Que por Secretaría se proceda como habitualmente. 


Corresponde ahora, dar la bienvenida al Director del Instituto de Derecho Internacional Privado de 
la Universidad de la República, Doctor Eduardo Tellechea Bergman, quien nos va a informar sobre los 
criterios en materia de extradición que se vienen manejando en los tratados suscritos por la República. 


Antes de otorgarle el uso de la palabra al Doctor Tellechea, la Comisión quiere darle la buena 
nueva de que en el día de hoy se aprobó el proyecto de ley del que fue partícipe y colaborador. 


SEÑOR TELLECHEA.- Muchas gracias, señor Presidente. 


En realidad, es una satisfacción saber que se ha votado favorablemente el proyecto de ley 
relativo al Derecho Internacional Privado, porque se actualiza un texto muy bueno, pero que era del año 
1941, del Doctor Vargas Guillemette. 


Como Director del Instituto de Derecho Internacional Privado de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de la República, es para mí una satisfacción y un honor informar sobre estos dos Tratados que 
están a estudio de la Comisión y que nuestra República ha negociado con Panamá y con la República del 
Perú. 


En primer lugar, si a los señores Senadores les parece bien, podría señalar -desde luego que 
estoy abierto a las consultas que quieran hacer al respecto- que estos dos Tratados, en realidad, se 
engloban dentro de todo un desarrollo de la cooperación jurídica y judicial a nivel internacional -no sólo en 


materia penal, sino también en temas de familia, de minoridad, civiles, comerciales, laborales, etcétera- que 
se ha dado en los últimos 15 años. 


En ese sentido, a nivel mundial, interamericano, regional y también bilateral en lo que hace a 
nuestro país -incluso en normas de fuente nacional- existe una preocupación básica en evitar que la 
Justicia, en tanto cometido esencial del Estado, se vea frustrada por fronteras nacionales que obstaculicen 
el proceso o, en el caso de la cooperación penal, que produzcan situaciones de impunidad. A este respecto 
nuestro país ha ratificado una serie de convenios que se están aplicando, diría en forma creciente, 
especificamente en materia de asistencia penal internacional. Por ejemplo, el texto que más se está 
aplicando en la actualidad en el marco del Mercosur, es el Protocolo de San Luis de Asistencia Jurídica 
Mutua en Asuntos Penales, que hoy está vigente entre los cuatro Estados Parte y también en materia de 
extradición se han consagrado nuevas regulaciones. 


En este sentido, estos dos proyectos de Tratados negociados siguen las soluciones de los textos 
que conforman estos desarrollos modernos en materia de extradición; concretamente, se afilian a las 
soluciones de los textos hoy vigentes en el Mercosur. Uno, entre los Estados Parte del Mercosur, y el otro, 
entre el Mercosur y Asociados -concretamente, Bolivia y Chile- textos que, como dije, ya están vigentes. 
El texto del Mercosur ya se aplica entre Uruguay, Brasil y Paraguay, y el del Mercosur y Asociados, está 
vigente también entre Brasil, Uruguay y Bolivia. 


A su vez, tenemos un texto bilateral con Argentina que sigue las mismas soluciones y que es el 
que hoy, y desde hace ya cinco o seis años, se está aplicando, así como otro similar con España; esto es 
en cuanto a los principales textos. 


Hoy comentaba que entre algunas de las novedades que establecen estas nuevas regulaciones, 
en primer lugar se abandona la vieja técnica de tener una lista de delitos para los cuales procedía la 
extradición. Esto creaba grandes dificultades frente a la tipificación de nuevas conductas delictivas, ya que 
si no estaban previstas en esas listas, los tribunales se veían muchas veces en la necesidad de interpretar 
esas situaciones nuevas para ver si encuadraban dentro de aquellos delitos que ameritaban la extradición. 
Hoy en día, todos estos Tratados establecen que procede la extradición para delitos que son de una cierta 
gravedad, aunque no para delitos menores. Estamos hablando de delitos cuya pena máxima no sea inferior 
a dos años de prisión, por lo que el ámbito es muy amplio. 


Este es el principio y además se exige que el delito esté tipificado, es decir, que la conducta en 
cuestión esté tipificada como delito y sancionada de esta forma enunciada, tanto en el Estado requirente -el 
que solicita la extradición- como en el Estado requerido. 


Otra característica que, diría, es esencial de estos Tratados que pretenden asegurar la 
cooperación judicial internacional como cometido esencial del Estado y la realización de la justicia, pero 
también la defensa de los derechos del justiciable, consiste en establecer excepciones a la extradición que 
son de interpretación estricta y que, incluso, a los efectos de facilitar esa cooperación, en algunos casos 
han sido limitadas. Por ejemplo, estos dos Tratados -al igual que los que mencioné anteriormente- tienen 
algunas restricciones, tanto respecto al delito político como al delito militar, que siguen la nueva línea. 


En cuanto a los delitos políticos, se han excluido de esa categoría los delitos gravemente lesivos 
de los derechos humanos: terrorismo, genocidio y crímenes de guerra. Reitero que estos últimos están 
fuera de la excepción. 


Con respecto a los delitos militares, la excepción opera cuando se trata de un delito estrictamente 
militar no tipificado por el Derecho Penal común. En consecuencia, una persona sujeta a un estatuto militar 
será extraditable en la medida en que cometiera una conducta tipificada por la ley penal común. 


A su vez, estos Tratados -sé que en algún caso hubo preguntas acerca del tema- siguen una línea 
uruguaya que viene desde 1888, cuando comienzan a elaborarse los Tratados de Montevideo que se 
consagran en 1889. Me refiero al no funcionamiento como excepción del elemento “nacionalidad”. En aquel 
momento, frente a una posición brasileña -de acuerdo con su Constitución, ellos no extraditan a los 
nacionales- Gonzalo Ramírez, con apoyo de la delegación argentina -que también sigue la línea actual- 
decía que los eximentes, las excepciones para extraditar tenían una base firme en la medida en que se 
garantizara el debido proceso, es decir, ciertas seguridades procesales, pero que la nacionalidad por sí no 
era causal para denegar una extradición frente a un posible delincuente, por el mero hecho de ser 
compatriota del Estado donde se requería esa extradición. Precisamente, uno de los Tratados, el que se 
negoció con Perú, excluye la excepción de la nacionalidad y en el mismo sentido lo hacen otros que se han 
aprobado hace cinco o seis años, uno vigente con España y otro con la República Argentina. 


El Tratado con Panamá -esto también originó algún interrogante- habla no obstante de la 
posibilidad de denegar la extradición a condición de que el Derecho del Estado requerido así lo consagre; 
para el país que no tiene esta limitante no opera la nacionalidad como una excepción e, incluso, se agrega 
que el país que deniega la extradición en función de la nacionalidad, tiene la obligación de procesar a 
aquellas personas cuya extradición se negó. 


Estas son algunas de las características más importantes, aunque hay otros dos elementos que se 
insertan en estos desarrollos modernos. Uno de ellos es la extradición simplificada, que tiene por finalidad 
permitir a una persona retornar al país donde se le requiere. Los Tratados establecen expresamente al 
respecto que la persona debe ser informada y tiene derecho a ser sometida a un proceso de extradición 
con todas las garantías y esa autorización a ser extraditado en forma simple debe darse ante la autoridad 
competente, en nuestro país, el Juez y, además, con la presencia del Abogado defensor. Otra solución que 
hoy prácticamente está consagrada en todos los tratados de extradición tiene que ver con lo que se llama 
detención preventiva o cautelar. Esto es así porque, obviamente, mientras llega el pedido de extradición, la 
persona puede desaparecer y por eso se prevé la posibilidad de una solicitud de detención cautelar, ya sea 
presentada por la Embajada del país requirente al Ministerio de Relaciones Exteriores o por Interpol. Sin 
embargo, siempre será el Juez local quien ordene la detención, con miras a que llegue el pedido de 
extradición en la debida forma y dentro de un plazo determinado que, en general, se fija en unos cuarenta 
días. 


A mi modo de ver, estas son las características más importantes de estos dos textos, que siguen 
las soluciones modernas en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece las explicaciones dadas por el Profesor Tellechea, las que 
seguramente nos motivarán a aprobar esos tratados. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 22 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


